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La modernización de la Administración del Estado en lo que es propiamente su fun­
ción administrativa, es una preocupación vigente desde hace algunos años, y surgió 
como un asunto inevitable desde que comenzaron a aplicarse los principios de una 
economía de mercado que favorecían la iniciativa privada y definían la función del 
Estado como subsidiaria. 

La ideologización del concepto de "función administrativa" llevó a la Adminis­
tración Pública a convertirse en lma entidad gigantesca que por su propia dinámica 
tendía a infiltrarse en todos los estamentos sociales y a condicionar la vida de los 
ciudadanos. Su desmesurado crecimiento trajo la consiguiente sujeción para la ciu­
dadmúa, la que todavía sufi'e en muchas de sus actividades las trabas de la burocra­
cia. 

Cambiados los principios y la dirección del rol de la Administración Pública era 
obvio que otras pautas debían definir su papel. Pero 10b'far estas transformaciones no 
constituyen tarea fácil, puesto que la reforma modernizadora de la Administración 
del Estado es dificil de conccplualizar y sobre todo, no es fácil de ejecutar, debido a 
los múltiples intereses que se entrecruzan en la compleja red de nuestro tejido insti­
hlcional, un tejido que a veces nos parece el sostén mismo de la democracia de la 
que hoy tanto nos enorgullecemos y que a veces nos parece una gigantesca maraña 
que no nos deja avanzar. 

Entendemos que el fin de la Administración del Estado es el proteger la digni­
dad de la persona, y lograr su desarrollo, con el fin que el individuo tenga posibili­
dades de participar activamente en todos los campos de la sociedad. Esa búsqueda 
debe ser WI principio básico, centrando en el ciudadano todo el quehacer institucio­
nal, buscando su superación y el mejoramiento de sus derechos fundamentales de 
libertad e igualdad, pero también su bienestar material y espiritual, en real armonía 
con su ambiente. Así por lo demás lo consagran los Arts. 10 inc. 30; Art. 19 N° 2. 7 Y 
8 de la Constitución Política y Art. 3° de la Ley 18.575 LOCBAE. 

Frente a esta concepción del rol último de la Administración del Estado, debe­
mos fijar ciertos principios que permitirían una base fundamental para dar un impul­
so modernizador, sin desconocer lo ya realizado y siendo lo más concretos posibles 
en su especificación, Tampoco se puede pretender que sólo a través de reformas 
legales pueda lograrse este objetivo; es necesario que ellas entren en ejecución 10-
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grando los fines que pretenden, pues su elaboración no es sólo tarca de los juristas 
sino de una panicipación multidisciplinaria de actores. 

Cuáles serían a nuestro entender los principales aspectos que debería abordar 
una modernización de la Administración del Estado, al finalizar este siglo XX. 

/ , La eficiencia, un logro de los objetivos de la actividad de los organismos públi­
cos 

Es éste un principio fundamental de la actuación administrativa establecido en la 
propia Ley 18.575, en su Art. 5°. Pero por otra parte debemos reconocer que la efi­
ciencia de los servicios públicos constituye uno de los problemas más diticiles de 
tratar, tanto en ténninos teóriL:os como prácticos. El problema principal radica en 
que. a diferencia de lo que OCWTe con la mayoría de los bienes típicamente privados, 
no es fácil identificar los costos y los beneficios que implica para la sociedad pro­
ducir bienes y servicios públicos. Estas dificultades surgen por diversas razones y 
entre las cuales destacan la carencia de competitividad; la falta de infonnación al 
consumidor; la imposibilidad de excluir el otorgamiento de un servicio público a una 
persona que no paga por él y otras. Por ello el reto de la eficiencia va más allá: no se 
trata -como a veces pareciera creerse- de cumplir una mela de recorte del gasto o del 
empleo público, sino de definir claramente que es lo que la Administración del Esta­
do tiene que hacer, y hacerlo bien, es decir, incorporando todos los criterios posibles 
para que la sociedad, asigne y utilice de manera eficiente los recursos con que cuenta 
para producir aquellos bienes y servicios que realmente reflejen las necesidades 
públicas. (Art. 3 Ley 18.575 LOCBAE). 

Para ello, es necesario promover illla cultura de la eficiencia pública. Una cultu­
ra que enfatice en la acción estatal externa y no en las rutinas y tareas internas. Una 
culrura orientada al usuario basada en el concepto de verdadero servicio público, en 
lugar de la AdmínistracÍón ensimismada. en la cual parece trabajar para sí misma y 
no para la sociedad y sus ciudadanos. Una cultura centrada en el efectivo relldimien~ 
to. en la que sea clara la responsabilidad de cada funcionario, de cada jerarca, de 
cada programa y de cada institución. Una cululfa en la que la comunidad y la ciuda­
danía en general tengan la infonnación, la capacidad y los medios para exigi r ese 
rendimiento. 

DenlTo del esquema planteado por la Ley 18.575, Art. 19 Y SS., LOCBAE. debe 
exigirse que los sectores funcionales sean dirigidos por Ministerios fonnuladores de 
políticas, pero no necesariallleme ejecutores. Ellos deben planificar, definir normas y 
metas, fiscalizar y realizar el manejo gerencial del presupuesto de los diversos secto­
res. Los servicios públicos dependientes o el sector privado serán los ejecutores. Así. 
cada institución debe especializarse en fimciones específicas y probar que es capaz 
de ejecutarlas de manera eficiente. 

Para lograr esa eficiencia, la Administración del Estado debe poseer la visión y 
los medios necesarios para definir prioridades. tomar las decisiones que correspon­
den a esas prioridades y. sobre todo, garantizar la efect ividad de la acción y la capa­
cidad de darle seguimiento a la ejecución de esas decisiones evaluando tanto los 
resultados como los procesos mediante los cuales se alcanz.aron. 

El eje de la transfonnación estatal debe estar dado por el concepto de respon­
sabilidad y el consecuente y necesario control. Como parte de este proc~so, es preci­
so rescatar el papel del Ministerio de Planificación y Coordinación no como un mi­
nisterio ejecutor de detenninadas acciones o programas de gobierno. sino fundamen­
talmente como un órgano asesor de la Prcsidcnci~ de la República, responsable de 
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mantener la visión de conjunto y largo plazo. así como de dar seguimiento y cohe­
rencia a las acciones individuales del Gobierno. 

El Poder Ejecutivo es un cuerpo eminentemente político, por lo tanto su queha­
cer debe concentrarse en los procesos de definición política de los objetivos naciona­
les y en la toma de decisiones fundamentales. Asimismo, debe definirse en fonna 
clara la responsabilidad política de los jerarcas de cada sector. 

Sin embargo. para 10h'Tar esto no basta una simple decisión legal o administrati­
va. Los entes rectores deben reconveltirsc para poder enfrentar con éxito la tarea de 
tomar decisiones y evaluar resultados. Es necesario definir claramente las nonnas 
con el fin de regular la ejecución dc los distintos programas, incluyendo los paráme­
tros de desempeño y los criterios de control y evaluación de resultados con los que 
su trabajo será juzgado. Esto es ftmdamental para potenciar al máximo los frutos de 
una relación inteligente entre los distintos ejecutores de las políticas públicas, empe­
zando por el propio Gobierno Central, pero incluyendo también los servicios públi­
cos dependientes, los autónomos, los organismos regionales y locales y las empresas 
privadas que sean contratadas como abastecedoras o ejecutoras de detenninado bien 
o servicio público. 

Uno de los problemas más importantes que se presentan cuando se quiere llevar 
adelante un programa de reestructuración del sector público, radica en la ausencia de 
instrumentos para dar seguimiento y evaluar no sólo el proceso mismo de r,eestructu­
ración, sino -yen especial- el funcionamiento de las distintas instituciones. Sin un 
adecuado sistema de evaluación es prácticamente imposible detenninar si los niveles 
de eficiencia están aumentando o no, y si la combinación entre costos, calidad o 
cobertura está mejorando o no. En ausencia de tales instlUmentos, indicadores par­
ciales, como el ahorro financiero o la aún más simple reducción de ftmcionarios, 
pueden ser claramente engañosos y conducir no al fortalecimiento, sino al debilita­
miento de las acciones y de la eficiencia. 

Así, la evaluación parece ser el instmmento más poderoso para la refonna del 
sector público, en el sentido de que es más efectiva para revelar las causas de las 
fallas y crear el ambiente adecuado para su corrección. El fortalecimiento de la ca­
pacidad de evaluar las políticas públicas y el desempeño de las instituciones, consti­
tuye entonces la fónnula más efectiva para promover la refonna del sector público y 
su eficiencia. 

Dc ahí que pensamos que debería crearse un Sistema Nacional de Evaluación 
bajo la tutela del Ministerio de Planificación y Coordinación, cuyo objetivo sea crear 
las condiciones para evaluar las entidades públicas, como medio para fortalecer la 
capacidad de manejo gerencial del gasto y de la inversión pública en relación a los 
resultados esperados en el ejercicio de las competencias asignadas a cada organismo 
de la Administración del Estado. 

En síntesis un Sistema Nacional de Evaluación debe diseñarse y ejecutarse no 
sólo como un instrumento que facilite el seguimiento y la evaluación del accionar 
propio de la Administración Pública, sino también -y especialmente- el seguimiento 
y la evaluación de los procesos de refonna institucional que lo acompañarán. En 
conjunto, estos aspectos pennitirán institucionalizar la búsqueda de una mayor efi­
ciencia social en la asignación y la utilización de los recursos fisicos, humanos y 
financieros del sector público ya no como un esfuerzo aislado sino como una prácti­
ca permanente de sana administración. Así, otro tipo de instancias de control. como 
el Congreso Nacional y la Contraloría General de la República. podrán concentrarse 
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en los aspectos relacionados con el control que les compete, sin necesidad de recar­
garse con filllciones propias del Poder Ejecuti vo. 

2. La desburocratización de la Administración del Estado 

En este orden de ideas, pensamos que la Administración del Estado está llamada a 
provocar sus propios cambios en el plano interno. Repensar la fonna cómo se están 
haciendo las cosas, preguntarse por qué se hacen así, rediseñar procedimientos, el i­
minar trámites, simplificar procesos. Eso es en muy Tt!swnidas cuentas hacer reinge­
ruecía. Un ténnino ya común en la empresa privada donde el desafio de la creciente 
competencia ha obligado a los ejecutivos a replantearse cada l IDO de los pasos que se 
toman en cada área de una compañía con el fin de modi fi carlos para ganar en efi­
ciencia y productividad. 

El concepto existe desde comienzos de los años noventa y ha contribuido a me­
joras radicales en importantes empresas privadas del mundo. ¿Y el sector público? 
Hoy ya se visualiza una tendencia a que las Administraciones Públicas se preocupen 
de replantearse y rediseñar las fonnas en que operan. 

Nornlalmenle se asocia a la Administración Pública con actuaciones burocráti­
cas, llenos de papeles y fonnularios en triplicado que se obtienen luego de largos )' 
engorrosos trámites. Estereotipos de esta clase se encuentran con frecuenci a en la 
rcalidad, sin embargo, de a poco se debe tratar de cambiar esta situación. . 

Estos aspectos naturalmente miran a la gestión, esto es, al cómo y por qué se 
hacen las cosas, situación que de tiempo en tiempo debe reestudiarse. 

Existe dentro de las distintas reparticiones publicas illla gran cantidad de regla­
memos, de instrucciones muy detalladas de los papeles que hay que pedir para illla 
siruación delenninada. las que se siguen al pie de la letra sin conocer el objetivo de 
las mismas. Y si se pregunta a alguien por qué se piden tantos papeles, la respuesta 
es "porque la instrucción lo señala. Pero, ¿por qué se hizo la instrucción así? "No se 
sabe, está así hace diez años" : 

Este es un ejemplo donde se ve que no ha existido W1 tiempo dedicado íl repen­
sar el porqué de las cosas para mejorar la gestión de los organismos públicos. 

Debe entonces la Administración Pública realizar illl esfuerzo por reinventar, 
redi se.ñar los procedimientos, tratando de simplificar los procesos con los mismos 
recursos que se tienen, de modo de (ralar de buscar awnentos sustanciales en la efi­
ciencia y eficacia de los resultados del servicio público. qUi: SI: quiere IObrrar c.'n cada 
lUlO de los organismos de la Administración Púb lica y para lo cual éstos han sido 
creados. 

Lo que debe buscarse es comprimir procesos. simplificar etapas, reducirlas en 
tiempo, costo, papelería y en cantidad de personas que intervienen, de modo de 
lograr lo mismo más rápidamente y con illl nivel de efectividad y productividad 
mayor. Muchas veces, al hacer todo esto, se cambia la fonna nonnal de operar que 
tenían las personas. Se produce necesariamente un ajuste. una readecuación de los 
estilos de trabajo y eso implica cambiar la cultura organizacional de la persona. Ello 
normalmente requiere de un entrenamiento para lograr que trabaje de manera distinta 
de lo que lo hacía antes. 

Por eso que illl cambio de este lipo toma tiempo, entre uno y dos mIOS, porque 
no sólo se está rediseñando el proceso, el flujo de papeles de lill proceso administra­
tivo, sino lo que se está haciendo es cambiar la fonna de trabajar de las personas. 
Más alin. la persona no sólo tiene que acostumbrarse a trabajar en fOn11a distinta sino 
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que, además, debe acostumbrarse normalmente a usar una nueva tecnología infor­
mática. 

Estos procesos de cambio en la mayoría de las ocasiones no requieren de modi­
ficaciones legales, sino simplemente reglamentarias, o de modificación de instruc­
ciones o circulares internas. Son los jefes de servicio, que dentro de las leyes que los 
rigen, pueden rediseüar estos procesos decisionales sin necesidad de modificar la 
legislación. 

l In factor importante en estos procesos de modernización es naturalmente el 
recurso humano. Hacer cambios radicales como los que implica esta herramienta 
genera muchas veces reticencias en el personal o temores de que sean despedidos 
ante la simplitic<lción de los procedimientos. Pero, el funcionario una vez que em­
pieza a ver cómo funcionan los nuevos procedimientos, nonnalmente pone todo de 
su parte para esta model11ización interna generándose l.U1 importante proceso partici­
pativo entre ellos y las jefaturas propulsoras del cambio. 

En cuanto al rechazo a los cambios por temor a los despidos, en el caso de la 
Administración Pública esto se minimiza ya que existe la inamovilidad en el cargo 10 
que constituye una ventaja que no existe en el sector privado, Art. 3, letra f) y 83 de 
la Ley 18.834, Estatuto Administrativo, pero que a nuestro entender debería flexibi­
lizarse a través de un huen sistema de calificaciones, ojalá realizado por órganos 
independientes como podría ser la Contraloría General de la República. 

3 La revalorización del Funcionario Público 

Un nuevo modelo de gestión pública debe basarse en la eficiencia, la transparencia, 
la sencillez de los procesos, la rapidez y la calidad del servicio. Esto implica l.U1 
proftmdo cambio en las labores y las actitudes de los funcionarios, con el fin de 
lograr una efectiva vocación de servicio al cliente. 

Es preciso rescatar la mística y el valor de la función pública y de los funciona­
rios que se dedican a ella, como condición indispensable para lograr l.U1a mejor ges­
tión de los recursos humanos en el aparato estatal. 

Así, debe promoverse una cultura que genere una alta valoración del trabajo del 
funcionario público por su importancia para el desarrollo del país. Para que el fun­
cionario valore su función, debe conocer su entidad y la misión que ésta cumple en 
el engranaje social y debe tener claro 10 que se espera de él en su trabajo y los alcan­
ces que éste tiene en el logro de los objetivos institucionales. Para ello es necesario 
un programa pem1anente de capacitación, que 10 reconoce la propia Constihlción 
Política en el Art. 38 inc. 1°. La Ley 18.575. LOCBAE Art. 17. La Ley 18.834 Esta­
tuto Administrativo Arts. 21 y ss. Y que hasta la fecha no se materializa como debie­
ra ser. 

Se necesita pues. un vuelco radical en la [onnación y entrenamiento de los fun­
cionarios públicos en general. Es preciso desarrollar l.U1a estrategia activa de capaci­
tación y formación de los funcionarios públicos, para que todos puedan ser educados 
cíclicamente, tanto en los aspectos sustantivos de su trabajo técnico o profesional 
como en los elementos básicos de servicio público, atención al usuario, comunica­
ción oral y escrita, técnicas organizacionales y de planificación estratégica, compu­
tación y -no menos importante- aspectos culturales relacionados con la ética de ser­
vicio, el compromiso con los valon.:s nacionales y lUla clara identificación con el 
desaITollo instihlcional. 

Por otra parte, los funcionarios públicos tienen intereses propios y no sólo cum­
plen sus funciones por el mejor interés social. Ellos tienen las mismas motivaciones 
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que los usuarios de los servIcIOs públicos, y reaccionan según los estímulos que 
reciben. En principio, podría existir entonces un divorcio entre el interés del usuario 
y el interés de los servidores públicos. Efectivamente, si esta situación la contrasta­
mos con la conducta del trabajador privado, o más aún, con la del empresario, nos 
encontramos que este último busca maximizar la utilidad, de ahí que la diferencia 
entre la conducta del servidor público y la del empleado privado no está en los fines 
de la conducta, sino en las restricciones que uno y otro enfrentan al actuar. Así, el 
empresario privado debe tomar en cuenta el hecho de que compite con otros empre­
sarios y que los clientes no tienen porqué comprar su producto si no les resulta útil; 
en otras palabras, para lograr su objetivo de maximizar la ganancia personal, el em­
presario competitivo debe esforzarse por satisfacer al cliente. 

Pero el servidor público sabe que él no puede (al menos dentro de las reglas de 
moralidad y las prácticas usuales) buscar ganancias superiores, por mejor servicio. 
Por ello, su móvil para economizar costos y ser eficiente, es menos fuerte que el de 
su contrapartida en el sector privado. En general, su oficina tiene un presupuesto 
dado y no debe ganárselo día a día con más actividad o mejor servicio, como es el 
caso del sector privado, que opera en tul mercado competitivo. Por otro lado, en 
tanto su función sea el swninistro monopolístico de bienes públicos normalmente, no 
se le penaliza si actúa de manera eficiente. Además, si por su gestión no debe res­
ponder ante una junta de accionistas, o si 10 hace ante burócratas iguales que él y sin 
mayor interés directo en la excelencia de la gestión, su necesidad de justificar accio­
nes es mínima y quizá inexistente. 

Ello implica no aswnir responsabilidades y no comprometerse con las acciones 
de su repartición pública. Por eso es necesario más que nombramientos meramente 
políticos de la autoridad en cargos de exclusiva confianza, se designen líderes moti­
vadores de la acción en equipo y del cambio en la gestión. 

Así, el rol del funcionario en este proceso de modemización es fundamental. El 
objetivo final debe mirar siempre un mejor servicio al ciudadano, pasando por mejo­
ramientos sustanciales en la gestión administrativa. 

En este proceso debe comprometerse al recurso humano a través del incentivo 
que debe darse en materia de remuneraciones, las que deberán estar en relación al 
mérito y a la responsabilidad de las personas. Junto a ello es necesario diseñar indi­
cadores capaces de establecer el nivel de desempeño de cada oficina pública, inte­
grados a la elaboración y a la evaluación presupuestarias; para ello, se requiere de Wl 

cambio de mentalidad en el desempei'io de los funcionarios públicos, el que debe 
estar centrado en los resultados. Ello implica una evaluación y es esta evaluación la 
que condicionará su calificación y las remuneraciones que perciba un empleado 
público siendo ella impersonal y garantizando su imparcialidad. Ello contribuye a su 
reconocimiento como mecanismo idóneo y a lograr así los fines perseguidos. 

Por lo tanto, en materia de empleo público es necesario avanzar en eficiencia, 
respetando y desarrollando los principios constitucionales y legales del servicio y 
empleos públicos, haciéndolo más transparente, menos discriminatorio (selección, 
calificación, swnarios), más profesional, mejor remunerado, y más motivante para 
los empleados del sector. 

Deberían también establecerse mecanismos colectivos de negociación de remu­
neraciones, más transparentes y representativos, ante situaciones prácticas que todos 
conocemos (a través de la Central Unitaria de Trabajadores), para saber lo que real­
mente y cómo se negoció y el impacto en los presupuestos públicos de lo que se 
negocia. Es necesario que los funcionarios públicos sepan que no pueden pedir más 
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de lo que pemlite nuestra economía, recono(,;iendo al mismo tiempo, que tienen de­
recho a participar del crecimiento real de ella. 

Debe reconocerse igualmente el derecho a huelga de los funcionarios públicos, 
situación también que se da en los hechos, al margen de la Constitución que la 
prohibe. Arts. 19 N° 16 inciso final, estableciéndose los necesarios mecanismos 
legales de resguardo de la continuidad respecto de aquellos servicios públicos esen­
ciales. Quizás la única prohibición que debiera existir en esta materia es del derecho 
de huelga en las Fuerzas Annadas y de Orden. Con ello aplicaremos el ordenamiento 
jurídico y no será éste letra muerta y motivo de desinteligencia como lo es actual­
mente. 

Es necesario también diseñar nuevos instrumentos de administración de los 
recursos humanos en el sector público. en los que se combinen modalidades novedo­
sas para remunerar el rendimiento y la calidad del trabajo, con un sistema eficaz y 
transparente de seguimiento y evaluación de los resultados de cada funcionario y de 
cada equipo de trabajo. El rendimiento por parte de los funcionarios, de los equipos, 
de los jefes y de los jerarcas institucionales, tiene que ser un componente fimdamen­
tal de esta refonna. Para ello se requieren instlllmentos de evaluación del desempeño 
de los funcionarios públicos y. de acuerdo con los resultados obtenidos, de modo 
que en realidad pennitan estimular a los buenos funcionarios a ser cada día mejores, 
y para promover cambios de actitudes en aquellos que se han acostumbrado a laborar 
por debajo de los niveles que el servicio público demanda y los usuarios merecen. 

Para avanzar en 1illO de los aspectos centrales en la constlllcción de 1illa Admi­
nistración del Estado más eficiente, tenemos que lograr: la redefinición gradual de la 
estnlctura interna del empleo público; la proporción entre las distintas categorías, de 
manera que se promueva pennanentemente una mayor profesionalización de los 
servicios públicos; una mejora sustancial en la calidad de los fimcionarios, y una 
óptima asib,TJ1ación y utilización de ellos. 

Los incentivos deben estar dirigidos no sólo a los funcionarios, sino también a 
los jerarcas de la administración pública en los distintos niveles, responsables de 
proceder y de garanti7.ar la racionalización del personal a su cargo, sabiendo que eso 
redtmdará en un beneficio fiscal y en un beneficio para el programa o institución en 
el que se pongan en práctica los cambios. 

Además, el Gobierno debe contar con una política salarial del sector público que 
supere la visión del corto plazo surgida ante las limitaciones fiscales del momento o 
las presiones coyunturales de los funcionarios públicos. 

En general. las remuneraciones del sector público deben ser crecientes, en pri­
mer lugar porque el costo de la vida también es creciente. 10 que por sí mismo justi­
fica la necesidad de que los salarios se incrementen de manera que pueda mantenerse 
el poder adquisitivo. Pero las remtmeraciones también deben reflejar el awnento en 
la productividad y la eficiencia de los empleados públicos, y servir de incentivo para 
que el sector público sea, en su conjtUlto. cada vez más eficiente y productivo. 

Lógicamente, los incrementos dirigidos a compensar el alllIlento en el costo de 
la vida deben ser amllentos generales. 

Por el contrario, los incrementos dirigidos a reconocer y estimular el awnento en 
la productividad. la eficiencia y la calidad del trabajo por períodos y no pueden ser 
generalizados, pues esta práctica además de ineficaz sería injusta. 

Por ello, deben establecerse mecanismos para reconocer al funcionario público 
de alto rendimiento, iniciativa, creatividad, honorabilidad y, sobre todo. comprome­
tido con dar ellllejor servicio posible a los usuarios de su institución. Estos recono~ 
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cimientos no deben ser ni generalizados ni acumulables. pues su objetivo primordial 
es estimular el rendimiento de los equipos y de los fimcionarios individuales y por 
períodos preestablecidos. 

4. Redefinir el rol de la Administración del Estado 

Este proceso debe partir de la evaluación de cada lUla de las entidades. sus objetivos, 
los recursos que se utilizan para alcanzarlos y las funciones que se deben o no reali­
zar. 

Así se detenninarán las actividades que la Administración del Estado debe 
mantener y las que debe trasladar al sector pri vado, ya sea por medio de cogestión de 
servicios públicos, mediante concesión a terceros, o de la privatización. 

El primer trabajo, del cual queda aún mucho por hacer, es la reducción de su 
tamaño. La Administración Pública debe mejorar la asignación. distribución y apro­
vechamiento de los recursos disponibles, que siempre son escasos. Su estructura y 
competencias deben reestudiarse; evitando duplicidades y bajo el prisma del princi­
pio de subsidiariedad. Esto, y en contra de lo que preconizan los sectores estatistas, 
no implica minimizar la función de la Administración del Estado, sino lograr que se 
aboque a impulsar las iniciativas que consoliden el desarrollo en todos sus ámbitos. 
Esta refonna, en todo caso, es de un alto nivel de decisión política. 

Hoy más que lllla Administración del Estado interventora, sobrerreguladora y 
ejecutora integral, se requiere una Administración Pública facilitadora y concertado­
ra con los ciudadanos de las principales acciones para lograr el desarrollo. 

Una Administración del Estado que sólo debe operar en los menesteres claraw 

mente deseados por la sociedad, en los que el actor privado no pueda o no quiera 
actuar debido a la baja rentabilidad privada, al alto riesgo, a la ausencia de conoci­
mientos u otros a factores, deternúna el principio de la subsidiariedad del Estado, e 
indica que éste puede intervenir en el stuninistro de bienes y servicios en una activi­
dad de interés público que se inicia y en la que el privado no pueda o no quiera ha­
cerlo. Pero conforme avance la tecnología, la riqueza o el deseo de los privados de 
tomar riesgos, y entonces quieran ellos emprender la labor que antes la Administra­
ción del Estado había asumido, ésta debe transferir esa actividad al sector privado. 

Tratándose de actividades estratégicas en algún sentido, aunque los privados 
quieran emprenderlas, el Estado puede reservarse su suministro directo o el control 
de ellas. Definir lo que es estratégico no puede ser delegado al antojo del Poder 
Ejecutivo, debe ser realizado expresamente por el Poder Legislativo, ante cada caso 
particular. 

En esta redefinieión del papel de la Administración Pública. ella debe realizar 
sus máximos esfuerzos en proveer los servicios esenciales que son de Índole propia­
mente pública y en donde eficientemente puede actuar o estimular y realizar acciones 
internas que pennitan responder efectivamente a los cambios que se le demandan. 
Por ejemplo: 
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Resguardo de la seguridad nacional y orden público. 
Mantenimiento del marco jurídico que regula las relaciones económicas, masa 
monetaria, comercio exterior, provisión de bienes públicos, regulación de la 
competencia a través del control de monopolios y oligopolios, etc. 
Realizar y fomentar la inversión en infraestructura. 
Impulsar una Educación básica, secundaria, técnica y universitaria de excelen­
cia. 
Administrar los servicios básicos de salud para toda la población. 



Fomentar la investigación y el desarrollo en ciencia y tecnología. 
Promover al país en el exterior. 
Fiscalizar, en lo que corresponda, la acción de servicio público que desarrolle el 
sector privado. 
Administrar el libre comercio: fomentar el trato justo en las negociacíones co­
merciales y garantizar al productor nacíonal protección contra las prácticas de 
comercio desleales. 
Liderar los procesos de concertación necesarios para lograr consenso en torno a 
políticas de protección del ambiente. 
Fortalecer su acción como promotor del bienestar social y como catalizador que 
pem1ita balancear los intereses particulares con los de la sociedad como lU1 todo, 
en una justa política de solidaridad o de acción hacia los grupos más pobres, fo­
catizando así el gasto social. 
Racionalizar la estructura tributaria: 
El incremento de los ingresos del Fisco debe procurarse mediante una mejora 
sostenida en la eficiencia con que se recolectan los impuestos existentes. Para 
ello, es necesario eliminar un sinnúmero de tributos que generan elevados costos 
de administración y un reducido monto recaudado. 
Se debe reducir la cantidad de impuestos existentes y concentrarse en gravar 
más el consumo y menos la producción. 
Combatir la evasión tributaria: mejorar los mecanismos de fiscalización, com­
batir la informalidad, mejorar la información sobre las obligaciones tributarias, 
facilitarle al contribuyente el cllillplimiento de tales obligaciones, y velar porque 
se apliquen de manera correcta las penas por defraudación, entre otras cosas. 
Eliminar los procedimientos hmecesarios. El exceso de trámites y requisitos 
formales no sólo reduce de manera sustancial la capacidad de responder con ra­
pidez a las oportunidades de negocios que se presentan, sino que también fo­
menta la com¡pción. 
Por ello, es urgente evaluar los trámites y los procedimientos que en la actuali­

dad aplica la administración pública, eliminar aquellos que no sean estrictamente 
necesarios para garantizar el bienestar general, y simplificar al máximo los que de­
ben mantenerse, de modo que haya fluidez en todos los procesos. 

Debe también agilizarse al máximo los trámites legislativos de la Ley de Bases 
de Procedimientos administrativos que esperamos se dicte bajo el contexto antes 
señalado. 

Por eso, consideramos que definitivamente una mayor agilidad y transparencia 
procedimental en el sector público, cuya gestión sirve de apoyo y no de obstáculos a 
la iniciativa privada, minimizaría muchísimo las posibilidades de corrupción. 

Es necesario reformar de manera radical los procesos de contratación adminis­
trativa en todo el sector público para pennitir la transparencia, la compra opor­
tuna, al mejor costo y con la calidad adecuada. de los bienes y servicios que re­
quiere el Estado. Para ello no sólo debe recurrirse a una mejor administración de 
esos procesos, sino que también a la elaboración de una Ley de Contratación 
Administrativa moderna que elimine obstáculos ya tradicionales en los procesos 
empleados para comprar o contratar los bienes o servicios públicos. 
El control interno y externo de las decisiones de la Administración del Estado 
requiere tula posición firme de los jerarcas de cada organización, como de los 
Depmiamentos de Control interno. Además es urgente tula auditoría operacional 
de gestión amplia. que debe llevar la Contraloría General de la República, y en 
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donde se verifique el grado de desempeño de la entidad pública; desde la hones­
tidad y probidad funcionaria; el control a través del juicio de cuentas; el control 
de gastos e inversión y de personal, evitando el contrato de honorarios respecto 
de ftmcionarios públicos que ya detentan un cargo; el resguardo del patrimonio 
público, además del ya conocido control de legalidad a través del trámite de to­
ma de razón de aquellos actos administrativos de especial relevancia, otorgándo­
le por supuesto a la Contraloría General de la República los fondos adecuados y 
suficientes para el desarrollo de su labor y que hoy no los tiene. Urge por lo de­
más que se dicte su ley Orgánica Constitucional. 
En relación al control externo es imperioso a nuestro entender establecer defini­

tivamente los tribtmales contenciosos administrativos especialmente por la distorsión 
y abuso que hoy se hace de una acción cautelar como es el Recurso de Protección. 

En síntesis que la Administración del Estado se concrete a hacer lo que sólo ella 
puede hacer en condiciones de eficiencia y deje que la iniciativa privada haga lo que 
ella y sólo ella debe hacer. Tanta libertad y actividad privada como sea posible, tanta 
Administración del Estado como sea necesario. 

5. La Descentralización y la Participación 

Nuestro sistema de organización administrativa es todavía muy centralizado y muy 
poco participativo. Ambos fenómenos son las dos .caras de tU1a misma medalla, pues 
el centralismo impide la participación en la torna de decisiones. Confonne se amplía 
la escala de gobierno, más alejados estamos de las decisiones de los gobernantes, y 
más cerca de entregar la cosa pública a representantes que desconocemos y normal­
mente vinculados a los partidos políticos. 

El carácter centralizado de nuestro sistema político y administrativo es visible en 
varios campos: una cultura política y social centralista; limitación y b'Tado de depen­
dencia política y financiera de los gobiernos regionales y locales; competencias 
regionales y locales menores y residuales; amplia sujeción de las municipalidades y 
de las regiones a las instancias nacionales de gobierno y de control; ínfimo peso 
presupuestario de los gobiernos regionales y locales. 

Necesitamos revertir ese proceso y lanzarnos sin temor a una verdadera descen­
tralización, por razones democráticas, de libertad y de eficiencia. Sin descentraliza­
ción territorial, no hay verdadera refonna de la Administración del Estado. Descen­
tralizar también significa acercar la administración de los servicios públicos a los 
usuarios para que sean ellos sus fiscalizadores más directos. 

Para ello es indispensable que hablemos de una verdadera descentralización, no 
de una mera desconcentración de instituciones, competencias o recursos públicos, 
que con la descentralización y el traslado de competencias se trasladen también las 
responsabilidades políticas, económicas y sociales a los gobiernos regionales y loca­
les; que no haya traslado de competencias sin los recursos o las fuentes correspon­
dientes, ni tampoco traslado de recursos sin competencia asignadas y fiscalizadas, y 
que el proceso se guíe siempre por las ventajas comparativas de cada entidad terri­
torial. 

No obstante, la descentralización no es garantía por sí misma de un proceso 
modernizador, es necesario abrir vías institucionales y utilizarlas para escuchar la 
opinión de los ciudadanos y comuneros, o sea abrir en mejor y mayor fonna la par­
ticipación de los interesados en las decisiones que les afectan las que nonllalmente 
se toman al margen de ellos. No basta aquí la mera participación política elecciona­
na. No se trata, por supuesto, de sustituir la democracia representativa, sino de 
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complementarla con mayor p:Jrtióp:.tción de las personas en las decisiones fwlda­
mentales de su región, COllllUl<.l o del pais. Es nc:cesal"Ío pensar en mecanismos de 
pat1icipadón adecuados a cada niwl. En las comunas pequeñas, el cabildo abierto es 
LUla fórmula idónea. En circumcripciones más grandes y sin perjuicio de las compe­
tencias consultivas de los grupos organizados. las decisiones deben ser tomadas por 
el pueblo mediante consultas generales, meditadas y secretas (referéndwns, plebisci­
tos), mecanismos que debemos dt:: instaurar en todo nivel en nuestro sistema político 
y !lO sólo en el municipal. Debemos hacerlo , por suput!sto con mesura, pero utilizar­
los. 

Si n embargo. la participación más importante es dejar que cada persona, cada 
famil ia. cada empresa o t:omunidad. pueda dc<.:idir por .sí misma lo que a dla le con­
Vil:l1e. en el campo de las ideas y de las acciones, siempre y cuando no haga daño a 
los demás, o sea respetando el derecho ajeno. Por ello es necesario aseguramos de 
que c<1da persona pueda cOllswnir. emprender y trabajar en lo que ella le convenga 
de acuerdo con sus criterios o inquietudes. sin trahas arti ficiales pero respetando sí el 
ord\!J\ púhlico. 

A modo de sínlesis quisiéramos dejar establecidos algunos principios que debe­
rían guiar este nuevo rol que le cOlTesponde a la Administración Pública. 
1. Una Administrat:ión Pública catalitica que no sea actora sino promotora del 

des31Tollo. 
2. lJna Administración Pública orientada hacia ' Ia comtmidad, que no controle o 

promueva desde arriba a los agentes sociales! sino que los potencie. 
3. lJna Administración Pública competitiva que introduzca este principio en la 

oferta de sus sl:rvicios. 
4. Una Administración Pública orientada por su sentido de misión; teniendo en 

vista el fin que se persigue. 
S. Una Administración Pública que defina a los ciudadanos como personas. y que 

se oriente a satisfacer sus necesidades y no las de su burocracia. 
6. lJna Administración Pública l:mprcndcdora que tome iniciativas innovadoras y 

que no sólo "administre". 
7. Una Administración Pública con visión estratégica. que sea capaz de prevenir y 

no sólo de solucionar sobre la marcha. 
8. Una Administración Pública descentralizada y que además abandone las estruc­

turas piramidales y las reemplat:c por un sistema participa(ivo. 
9. Una Administración Pública orientada hacia el mercado, que lo utilice como 

mecanismo y con los cO IT~ctivos necesarios para lograr el desarrollo de todos 
sus ciudadanos. 

10. Una Administración Pública orientada a obtener resultados, que se preocupe 
más por éstos que por los procedimientos. 
Por último, debemos decir que los procesos de cambio tienen su propio ritmo. 

No podemos con'er antes de caminar. Las instiruciones, buenas o malas, que se han 
construido a lo largo de decenas de años. no podemos redefinirlas, reconstruírlas o 
desmontarlas, según lo que corresponda, en un período breve de tiempo. Los cam­
bios son posibles, pero es necesario saber cuándo es el momento apropiado para 
ellos. Una sociedad democrática no puede hacer cambios radicales falseando las 
bases de la propia sociedad. Tampoco se pucdl:n hacer los cambios sin un mínimo de 
concertación social puesto que las instituciones no se pueden cambiar contra la vo­
luntad mayoritaria de los ciudadanos. Es posihle sortear su apatía, pero no su oposi­
ción. De manera que si queremos lograr los cambios, necesitamos convencerlos de la 
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necesidad de éstos, reconociendo que los dirigentes políticos y sociales juegan un 
papel decisivo en la dirección e impulso del proceso. 

En todo caso, debemos encontrar el equilibrio. entre la innovación y la tradición, 
entre el futuro y la historia. Todo cambio exitoso supone la conservación de algunas 
tradiciones y logros que conviene mantener, so pena de caer en el vacío y de saltar· 
nos nuestra propia sombra. 
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